PORTE DE ARMA DE USO PRIVATIVO   
RADICACIÓN: 664006106472-2008-05838-01

PROCESADO: WILSON DE JESÚS VERA COLORADO


REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de noviembre de dos mil ocho (2008)
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 733
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	10:00 a.m.

	Imputado: 
	Wilson de Jesús Vera Colorado

	Cédula de ciudadanía No:
	18’608.171 expedida en “La Virginia” (Rda.)

	Delito:
	Porte de arma de uso privativo de las fuerzas militares.

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el día tres (03) de octubre de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día treinta y uno (31) de agosto del año en curso, a eso de las 17:30 horas, en el casco urbano del municipio de La Virginia (Rda.), personal de la Policía Nacional sorprendió al referido ciudadano portando una granada de fragmentación de mano IM-M26, la cual se encontraba en buen estado de conservación y apta para ser detonada.
1.2.- Con ocasión de ese hallazgo, a instancias de la Fiscalía se llevaron a cabo el primero de septiembre del año que transcurre y ante el Juzgado Promiscuo Municipal con funciones de Control de Garantías de esa localidad, las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento, por medio de la cuales: (i) se consideró legal la aprehensión; (ii) se imputó autoría en el delito de porte de explosivo, concretamente una granada de fragmentación que se considera arma de uso privativo de las fuerzas militares, de conformidad con lo estipulado en el artículo 366 del Código Penal, modificado por el artículo 55 de la Ley 1142 de 2007; cargo ACEPTADO por el indiciado; y (iii) se impuso medida de aseguramiento de detención preventiva intramural.
1.3.- Ante esa aceptación unilateral de la imputación, los registros pasaron al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena y sentencia, dentro de la cual profirió un fallo de condena por medio del cual: (i) declaró penalmente responsable al imputado VERA COLORADO; (ii) le impuso una pena privativa de la libertad equivalente a treinta (30) meses de prisión y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por tiempo igual a la sanción principal; (iii) le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, al igual que la prisión domiciliaria; y (iv) ordenó la destrucción del artefacto decomisado.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con la determinación de negar a su procurado el subrogado y por tal motivo apeló el proveído. Los registros fueron remitidos a esta Corporación con el fin de resolver acerca del recurso.
2.- El Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Expresa que la negación del subrogado tuvo su razón de ser única y exclusivamente en la gravedad del hecho. No obstante, se pasó por alto el resultado del estudio socio-económico en donde se concluye que es un trabajador de la construcción en el vecino municipio de La Virginia; persona que tiene a su cargo la manutención de la mamá y de sus dos hijas; sin antecedentes penales; es decir, una persona humilde que merece una segunda oportunidad.
No estamos en presencia de una persona peligrosa. Simplemente le fue encontrada una granada que se había acabado de encontrar y que la guardó “por curiosidad”. No la estaba vendiendo, no la iba a accionar, ni estaba poniendo en grave peligro a otros con su proceder.

En esos términos, opina que es factible hacer una mayor reflexión a efectos de favorecer a su cliente con algún beneficio liberatorio.

2.2.- Fiscal -no recurrente-

Solicita de entrada la confirmación del fallo opugnado.

Hace una narración de lo fáctico para enfatizar que todo esto tuvo lugar al frente de unas residencias en la municipalidad de La Virginia, razón por la cual es de concluirse que llevar consigo una granada de fragmentación en tan particulares circunstancias, sí ponía en grave peligro a una buena parte de la población.
Pide al Tribunal tener en cuenta las argumentaciones plasmadas por el a quo, por cuanto estamos en presencia de un “arma de destrucción masiva”, que causa la muerte o la desmembración de extremidades a personas ubicadas en un considerable radio de acción; no obstante, era llevada al cinto en un sector residencial. Por demás, se trata de un artefacto apetecido por los grupos al margen de la ley de reconocida presencia en ese municipio.
Asimismo, no se sabe bien qué pretendía con ese proceder, pero lo cierto del caso es que no tenía sino dos alternativas como bien lo anunció el señor juez: “o la iba a utilizar o se la iba a entregar a otro”.

Los argumentos de la defensa son inatendibles, porque: (i) el hecho de ser una buena persona no quita la gravedad del hecho, porque él debió prever las consecuencias de sus actos, y (ii) no parece que se haya tratado de un hallazgo casual y que la cargaba “de repente” como lo refiere la defensa, pero si así fuera, se trataría de una argumentación inatendible, porque eso no fue debatido y él aceptó los cargos, o sea que se trata de una mera especulación. 
Llama la atención en que la jurisprudencia ha sido enfática en sostener que la lesión o puesta en peligro de aquellos bienes jurídicos que se consideran esenciales para una comunidad, no permiten la concesión de subrogados penales.
3.- La Decisión

Ha sido convocada esta Sala de Decisión para definir la segunda instancia en el caso que por una conducta contra la Seguridad Pública se adelanta contra el señor WILSON DE JESÚS VERA COLORADO, luego de haber aceptado su responsabilidad en los hechos que dieron origen a la actuación.

Es su apoderada judicial quien interpuso el recurso de apelación y lo sustentó ante esta Corporación, razón por la cual nos ha habilitado para hacer el pronunciamiento de fondo que en derecho corresponde, única y exclusivamente en lo atinente con la negación del instituto de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Antes de proceder a ese análisis, precisa decir que la Colegiatura no observa irregularidad sustancial que pueda afectar la estructura del proceso, ni afectación de garantía o derecho fundamental en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, de previo e imperativo pronunciamiento.

La letrada ha hecho un esfuerzo por rescatar los factores que favorecen a su procurado y aminorar aquellos otros que de alguna manera le resultan adversos. Entre los primeros se cuentan: la ausencia de antecedentes; el haberse allanado prontamente a los cargos imputados; el monto de pena finalmente impuesta no superior a los tres años de prisión; es persona trabajadora de la construcción; vela por su señora madre y sus hijas; y, entró en contacto con ese artefacto en forma “incidental” porque no es su oficio el comercio de esta clase de instrumentos, motivo por el cual no es un peligro para la comunidad. Entre los segundos, se tienen: la gravedad del hecho endilgado y las circunstancias particulares en que se actuó.
Una mirada a la sentencia de condena, muy específicamente al acápite alusivo al subrogado, nos enseña un marcado énfasis en la gravedad de la conducta, porque se parte del entendido que estamos en presencia de un “arma de destrucción masiva”, apetecida por todos los grupos al margen de la ley. 

El norte de esa aseveración está signada por los fines retributivos y de prevención negativa tanto general como especial conferidos a la pena privativa de la libertad, los cuales no pueden estar ausentes en la labor de administrar justicia, como nos lo recuerda la Corte Constitucional en los siguientes términos:

“La función de la pena debe examinarse en el momento estático de su descripción legislativa y en el dinámico de su efectiva aplicación. En el primero, la pena cumple una función preventiva (para que los asociados se abstengan de realizar el comportamiento delictivo so pena de incurrir en la imposición de sanciones), mientras en la segunda, la potestad punitiva del Estado se hace presente mediante la imposición de la pena en concreto, con la represión que implica castigar efectivamente, con el rigor requerido, aquellos delitos abominables”.

Desde luego, la profesional que asiste la defensa, como ya se vio, rescata la otra cara del problema, nada diferente a la referida con la personalidad del sujeto, a su medio ambiente familiar y social, a la carencia de antecedentes penales; igualmente, a la conducta post delictual consistente en el arrepentimiento por el allanamiento a los cargos. 
Un entendimiento claro del dispositivo 63 del Código Penal, nos obliga a los falladores a analizar ambas situaciones problemáticas, en una valoración de conjunto, no de exclusión sino de integración; en consecuencia, sólo una ponderación globalizante nos permite arribar a la conclusión que se ajuste a cada caso singular, conforme lo precisó la H. Corte Suprema de Justicia en casación del 08 de febrero de 2000, expediente 11.203:

“En el examen de la procedencia o improcedencia del subrogado deben contar la buena conducta anterior del procesado, las actitudes posteriores al hecho delictivo que tiendan a detener sus efectos perjudiciales, la indemnización y la presentación voluntarias, como elementos expresivos de una personalidad positiva del acusado, pero de igual manera deben examinarse juntamente con ésta la naturaleza y modalidades del hecho punible”.

No es por tanto tarea fácil para el operador jurídico poder precisar en cada caso si lo más conveniente desde el punto de vista social es la aplicación efectiva de la pena, o por el contrario abrir paso a la liberación a efectos de procurar no afectar más allá de lo estrictamente necesario al destinatario de la sanción. De allí que la ley y la jurisprudencia concedan al fallador un amplio margen de discrecionalidad, desde luego racional y reglado, a efectos de que pueda ponderar en cada caso particular lo que considere más justo.

Es labor del Tribunal cotejar las posiciones antagónicas y elegir la que se considere más cercana a la razonabilidad. En el caso sub examine, no podemos poner en duda que varias de las aseveraciones de la defensa son de recibo y tienen sentido en orden a obtener una resolución favorable a su protegido, como decir, por ejemplo, que él no tiene antecedentes penales y que es la persona encargada de velar por los miembros de su familia, situaciones que hablan bien de él como persona responsable que cumple con los deberes sociales; sin embargo, de los argumentos expuestos tanto por el juez de primera instancia como por la delegada Fiscal, concluimos que los puntos claves para la definición de este asunto lo aportan éstos últimos y explicamos el porqué:

El lado débil de la posición antagónica que representa la defensa, consiste en que su intervención no logra desdibujar la aseveración más contundente que se le enrostra al acusado, no otra que el haber incursionado en un delito de suma gravedad, porque no llevaba consigo un artefacto bélico cualquiera, se trataba nada más ni nada menos que de una granada de fragmentación en una zona residencial del vecino Municipio de La Virginia y en poder de quien supuestamente es un inexperto en su manejo, es decir, toda una osadía de grandes proporciones en perjuicio de un sinnúmero de personas.
Muy a pesar de que en el reporte ejecutivo se sostiene que las autoridades fueron advertidas de la presencia de un sujeto en vía pública intentando vender ese elemento, la togada recurrente nos refiere que ese contacto de su cliente con la granada fue casual o accidental, es decir, que simplemente se la encontró y pretendía guardarla por curiosidad. Si se aceptara que así fue por falta de prueba para demostrar lo contrario, nos parece, como lo refirió el a quo y lo refrenda la delegada Fiscal, que ese proceder causa incluso un mayor peligro potencial al bien jurídico de la Seguridad Pública, que si estuviéramos en presencia de alguien que sí entendiera de su manejo.
Arriesgarse en esas condiciones a conservar un arma de tan considerable poder destructivo, es infringir todos los límites y poner en vilo a los habitantes de ese sector; sin contar con el destino final que bien podía ser su entrega a una organización delincuencial con los consabidos resultados, porque como se dijo, no tenía sino dos alternativas: o la iba a utilizar o la iba a entregar a otros. 
Como vemos, así aceptáramos que se trata de alguien trabajador, que vela por su familia y que no cuenta con antecedentes penales, lo que hizo va en total contravía de lo esperado por parte de una persona de esas características, porque ningún ciudadano de bien, adulto y consciente de sus actos, como se supone lo es VERA COLORADO, se atrevería a incursionar en este desatino aún a costa de su propia vida.
La reacción normal, atendible y coherente de cualquier ciudadano del común que se llegare a encontrar de casualidad una granada, como hecho de excepcionalísimo suceso, no puede ser recogerla, deambular con ella por las calles para exhibirla a otros y pretender guardarla por curiosidad; sino por el contrario, alertar acerca de su presencia a efectos de que la autoridad tome cartas en el asunto y prevenga la ocurrencia de un desastre. 
Esa regla de experiencia, unida a las argumentaciones en pro de la necesidad de un tratamiento penitenciario para WILSON VERA que de consuno esbozaron juez y fiscal, nos llevan a pensar que en verdad tienen razón y que conductas de esta envergadura exigen una reacción estatal significativa, no otra que la condigna sanción aflictiva de la pena con el consecuente tratamiento que se confía pueda ser rehabilitador. 

No hay lugar aquí a sostener la opción de una prisión domiciliaria, pero el punto referido a la condición de padre cabeza de familia podrá ser objeto de ponderación por parte del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad.
Al no apreciar la posibilidad de otra alternativa liberatoria, la decisión adoptada en el fallo de primer grado debe ser confirmada.
Así las cosas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de recurso. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Cfr. Sentencia C-565/93.





Página 6 de 6

